
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por falta de agotamiento de los recursos ordinarios 

“Se tiene que frente a los autos por medio de los cuales se decidió no atender, de plano, las inconformidades planteadas contra los autos que rechazaron las demandas en las que aparece como accionada AUDIFARMA, quedaron en firme tres días después de ser notificados por estado, ya que ningún reproche se elevó sobre el particular; y en lo que atañe con acción iniciada contra el Banco Colpatria Red Multibanca, ningún recurso, se planteó contra el que la rechazó. 

En tal estado de cosas, contaba el accionante con otros mecanismos de defensa judicial dentro de cada una de las actuaciones por él promovidas, pero no los utilizó, olvidando con ello que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso, y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, en estricto sentido, no ha acontecido.” 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero diecisiete de dos mil dieciséis
Expedientes:  


	66001-22-13-000-2016-00146-00
	66001-22-13-000-2016-00170-00

	66001-22-13-000-2016-00191-00
	66001-22-13-000-2016-00195-00

	66001-22-13-000-2016-00199-00
	


Acta N° 82 de febrero 17 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de eta ciudad, radicadas así: 
	66001-22-13-000-2016-00146-00
	66001-22-13-000-2016-00170-00

	66001-22-13-000-2016-00191-00
	66001-22-13-000-2016-00195-00

	66001-22-13-000-2016-00199-00
	


 



En todos los casos aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, además, “se orden al tutelado ADMITIR y tramitar de manera INMEDIATA SIN DILACION ALGUNA, mi ACCION POPULAR O EN SU DEFECTO SE CONCEDA LA APELACION… aplique el art 18 de la ley 472 de 1998… maxime  que el DOMICILIO PRINCIPLA ESTA EN PEREIRA” (sic); además, pidió se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; se le brinde copia física e íntegra de toda la acción y se dé trámite a acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas. 
 



Dijo en sus escritos que presentó varias acciones populares que quedaron anotadas en ese despacho judicial con las radicaciones, “2015-407”, “2015-397”, “2015-439”, “2015-394” y “2015-460”, frente a establecimientos comerciales que tienen su domicilio principal en esta ciudad; se inadmitieron, pese a tener raigambre constitucional y se le requirió para que aportara copias de certificado de existencia y otros requisitos que no prevé el artículo 18 de la Ley 472 de 1998; ante ello, presentó reposición y en subsidio apelación con el fin de que se admitieran las demandas; sin embargo, no se repuso y no se concedió la apelación; no es legal que a una acción de raigambre constitucional se le exijan requisitos que no le impone la precitada norma, sin tener en cuenta que se trata de un trámite oficioso en donde, entre otras situaciones, prima el derecho sustancial.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. La  funcionaria accionada remitió las copias solicitadas en relación con dos las referidas demandas, con la aclaración de que su contenido y trámite en general corresponde a la misma situación, todas ellas frente a AUDIFARMA, salvo la radicada a la número 2015-00460-00 que se dirigió contra el Banco Colpatria Multibanca; explicó que fueron inadmitidas por 8 causales debidamente fundadas, para lo cual se le concedió un término de 5 días y no lo hizo, pero tampoco interpuso ningún recurso, por lo que se procedió a sus rechazos y presentó una tirilla de papel de cuyo contenido se pronunció el Juzgado sin “revocar” el auto que las rechazó; respecto del Banco Colpatria Multibanca, tampoco interpuso ningún recurso, ni presentó memorial alguno; así las cosas, los autos quedaron en firme y se archivaron los expedientes. Las entidades vinculadas guardaron silencio.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, por la inconformidad que le causa el que se hubieran inadmitido las acciones populares radicadas ante el despacho accionado y de las que da cuenta la foliatura. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se tiene que frente a los autos por medio de los cuales se decidió no atender, de plano, las inconformidades planteadas contra los autos que rechazaron las demandas en las que aparece como accionada AUDIFARMA, quedaron en firme tres días después de ser notificados por estado, ya que ningún reproche se elevó sobre el particular; y en lo que atañe con acción iniciada contra el Banco Colpatria Red Multibanca, ningún recurso, se planteó contra el que la rechazó. 
   



En tal estado de cosas, contaba el accionante con otros mecanismos de defensa judicial dentro de cada una de las actuaciones por él promovidas, pero no los utilizó, olvidando con ello que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso, y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, en estricto sentido, no ha acontecido. 
  



Está claro que cada una de las decisiones últimas que se adoptaron en las acciones populares, pudieron recurrirse en reposición, en los términos de los artículos 348 del estatuto procesal civil y 36 de la Ley 472 de 1998, gestión con la cual se pudieron haber dejado al escrutinio del juez natural los planteamientos que ahora quiere hacer valer el accionante, de manera directa, por medio de este trámite especial.
  



Con esa omisión, se rompe la regla de la subsidiariedad, señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, ya que la causal en mientes, tiene su razón de ser, además, en que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluído sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos que en su momento pudo interponer.
 
Lo dicho trae como consecuencia la improcedibilidad de la acción.




En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación. 

  



En lo que atañe a la petición de que tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que (i) el libelo no está dirigido en su contra, sino del Juzgado Segundo Civil del Circuito local; (ii) los hechos no vinculan a esa entidad, pues no fue ante ella que se promovieron las acciones populares cuyo impulso pretendía; (iii) el demandante tiene expedita la vía para acudir directamente a la ciudad de Manizales para formular la acción de tutela, que no debería ser más que una, contra la Defensoría del Pueblo, previa indicación clara al juez competente de las razones por las cuales debe procederse en su contra; (iv) estima la Sala que debe desterrarse la idea del demandante de que todos los jueces del país, pero particularmente los del eje cafetero, debemos atender cada una de sus amañadas peticiones, para suplir las cargas mínimas que a él le incumben y que no cumple, producto de lo cual se viene generando una parálisis en los despachos judiciales, y no solo en ellos, sino que, de rebote, también se trastornan las actividades de otras dependencias, como la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Alcaldías, entre otras. 
 



Por último, se absolverá a las demás entidades involucradas.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA     
                                                                                        -En uso de permiso-   
� Sentencia C-543-92
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